
El Ministerio Público dispuso
en los últimos días el despacho
de una serie de citaciones —mu-
chas de ellas, como testigos—
que apuntan a empresarios chi-
nos, militantes del Partido Co-
munista (PC) —como Jorge Cár-
camo, conocido como “Juanito
González” en el partido— y
otros involucrados en la investi-
gación contra la diputada Karol
Cariola (PC) por un eventual trá-
fico de influencias, entre otros
delitos. En la misma causa tam-
bién se pesquisa el rol de la exal-
caldesa de Santiago Irací Hass-
ler, amiga de la legisladora y a
quien le pide al menos un favor,
relacionado con la renovación
de una patente de alcoholes para
“un amigo” que tiene un nego-
cio en la comuna, se lee en las
conversaciones de WhatsApp
entre ambas.

En ese marco, intervinientes
en el caso comentan la necesidad
de que ahora Hassler y, princi-
palmente, la diputada declaren
en calidad de imputadas en la in-
vestigación para que puedan ex-
plicar los eventuales favores a
empresarios chinos y los identi-
fiquen, ya que aún no se ha podi-
do determinar a quién se refiere
Cariola cuando habla con la exje-
fa comunal sobre un empresario
que la ha apoyado en sus campa-
ñas, por ejemplo. Sus interroga-
torios son dos diligencias clave,
que ya solicitaron los querellan-
tes y que esperan que se materia-
licen prontamente. 

Los chats entre ambas fueron
recuperados del teléfono de
Hassler por la PDI y constan en
un informe, cuyo contenido se
ha divulgado parcialmente, pero
el fiscal regional de Coquimbo,
Patricio Cooper, requería acce-
der también al teléfono de la con-
gresista —incautación que se
materializó el mismo día que es-
ta daba a luz a su primer hijo, lo
que generó cuestionamientos—,
pues, hasta ahora, solo contaba
con el de la exjefa comunal. Para
la extracción de información de
este último el 7° Juzgado de Ga-
rantía definió un protocolo, a pe-
tición de su defensa que, me-

diante una cautela de garantías,
buscó proteger las comunicacio-
nes privadas de Cariola.

Durante esa audiencia la exal-
caldesa de Santiago todavía te-
nía en esta causa la calidad de
testigo; no obstante, ahora su es-
tatus cambió al de imputada,
confirmaron en el Ministerio
Público, principalmente por las
recientes querellas presentadas
en su contra. Misma condición
que ostenta la legisladora. 

Sobre las próximas diligencias,
la defensa de la diputada, el abo-
gado Juan Carlos Manríquez,
solo comentó: “Estamos
evaluando diversos cursos
de acción y en espera de
recibir la carpeta (de in-
vestigación), los infor-
mes reservados y las ex-
tracciones del teléfono
de la señora Cariola; di-
ligencias habrá varias”.

A su vez, el defen-
sor de Hassler, el abo-
gado Miguel Schür-
mann, ha insistido en
que su representada no
ha cometido ningún de-
lito y ayer, además, pre-
sentó una querella por el
delito de violación de se-
creto, en el marco de la di-
vulgación de conversa-
ciones privadas entre su
clienta y Cariola.

n “Nadie borra algo inútil o
sin importancia”, dice que-
rellante

El querellante Sergio Rodrí-
guez, en representación de los
diputados republicanos Juan
Irarrázabal y Luis Fernández
Sánchez, pide diversas diligen-
cias. “Las investigaciones crimi-
nales se realizan partiendo de la

base de que —como todo impu-
tado— tienen derecho a guardar
silencio y si es que renuncian a
ello, es para plantear su tesis de
defensa. Ambas ya han esboza-
do su parecer y, actuando igual
de coordinadas que al momento
de hacer ‘favores’ para ‘un ami-
go’, han adelantado el rechazo a
la imputación, bajándole el per-

fil y reclamando por filtraciones
a la prensa. La verdad objetiva es
que se borraron las conversacio-
nes de mensajería y solo el ac-
tuar de la policía pudo recupe-
rarlas. Las máximas de la expe-
riencia nos llevan a pensar que
nadie borra algo
inútil o sin impor-
tancia. A lo mejor la
imputada Hassler
¿lo borró acciden-
talmente? Espera-
mos saber qué nos
dirá en su declara-
ción, si es que deci-
de hacerlo”, dijo el
abogado.

Mientras que su
par, Luis Cantella-
no, quien represen-
ta al diputado An-
drés Celis (RN), advirtió que “no

se explicaría el hecho de que
las principales involucradas

en el caso, la diputada Ca-
r iola y la exalcaldesa

Hassler, no fueran cita-
das a declarar, ya sea en
calidad de imputadas o

de testigos; esa era
una de las diligen-
cias principales con-

tenidas en nuestra
querella”.

n Se prepara infor-
me, pero piden nue-

vos antecedentes
También los investigadores

realizaron un requerimiento
de información a la Mu-

nicipalidad de Santia-
go, mediante un oficio,
cuya respuesta debiese
evacuarse esta semana,

que es el plazo que se le dio. Se
espera que se identifiquen ha-
llazgos de eventuales irregulari-
dades ocurridas bajo la adminis-
tración anterior, de Hassler.

Ese informe del alcalde Ma-
rio Desbordes es clave para el

Ministerio Públi-
co, ya que se busca
igualmente identi-
ficar a los funcio-
narios públicos re-
lacionados con los
hechos que se in-
vestigan en el caso
y el rol de los mis-
mos en los even-
tuales favores al
interior de la co-
muna.

En la querella de
la municipalidad se

detalla, por ejemplo, que Hass-
ler le envió un mensaje a Cariola,
con referencias al rol del exsecre-
tario de Planificación de la co-
muna, Felie Esbir. En el mensaje
le dice: “Estoy pensando en el rol
del Pipo”, “creo q necesitamos lo
mejor que tenemos en capacidad
al interior de la muni”. A lo que
Cariola respondió: “¿Qué pien-
sas de Pipo?”. Hassler, tras con-
siderar la situación, respondió:
“Que sea Secplan”, y ambas con-
tinuaron discutiendo sobre la
asignación de cargos dentro de
la administración municipal, en
una clara muestra de cómo se to-
maban decisiones sobre perso-
nal de manera informal a través
de un chat, decidiendo práctica-
mente los cargos y las atribucio-
nes de eventuales trabajadores
públicos, todos ellos vinculados
a su partido político”.

Intervinientes en la causa adelantan los próximos hitos del caso por tráfico de influencias: 

Cariola y Hassler declararán como
imputadas, y se alista oficio municipal con
eventuales hallazgos de irregularidades

LORENA CRUZAT 

Tras las recientes querellas presentadas en la indagatoria, la
exalcaldesa PC vuelve a tener ese estatus, el que también tiene
su amiga y diputada del mismo partido. Sus defensas descartan
que sus representadas hubiesen incurrido en algún delito.

QUERELLA
Ayer el abogado de

Irací Hassler se querelló
contra quienes resulten

responsables de la
“grave vulneración de la
intimidad” que afectó a

la exalcaldesa al
divulgarse sus mensajes
con la diputada Cariola,

consigna la acción. 

Junto con confirmar que inició las prime-
ras diligencias para avanzar en la investiga-
ción que busca establecer responsabilida-
des en la divulgación de conversaciones
entre la renunciada presidenta de la Cáma-
ra de Diputados, Karol Cariola (PC), y la
exalcaldesa de Santiago Irací Hassler, la
fiscal regional de Valparaíso, Claudia Peri-
vancich, respondió a las críticas recibidas al
asumir la indagatoria.

En particular, se refirió a los dichos de la
diputada Camila Musante (Ind.-PPD), quien
expresó su “preocupación” porque la indaga-
toria le fuera adjudicada y sostuvo que era
apodada como “sepulturera de causas”. 

Perivancich calificó las afirmaciones de

“imprecisas y erróneas”. Además, planteó que
significan “un profundo desconocimiento de la
labor que realizamos en esta región”. 

“Suponer que las causas se inician para
darles pronto término es no conocer la
dedicación, la objetividad y la profundidad
que se debe dar a investigaciones comple-
jas”, puntualizó y, además, sostuvo que
Musante “confunde señalando que hay una
serie de sujetos que serían de interés en
investigaciones a mi cargo, que no corres-
ponden a mi gestión”.

Y, afirmó, “nos parece necesario que se
tenga mayor cuidado y mayor seriedad cuan-
do se hacen estas afirmaciones”. 

El fiscal nacional, Ángel Valencia, defendió
a Perivancich, recordando, por ejemplo, que
está a cargo de la investigación de los incen-

dios ocurridos en Viña del Mar el año pasado. 
“Es una fiscal que tiene una muy buena

evaluación”, dijo, y agregó: “Me parecen injus-
tos comentarios como esos (…). No me parece
justo decir que se trata de una fiscalía regio-
nal que no muestra resultados”. 

Perivancich también se refirió a la causa a
la que alude Musante para cuestionar su
gestión y donde tiene rol de querellante: la
arista sobre eventual tráfico de influencias en
el Poder Judicial derivada del caso Audio. 

“Se está avanzando en una serie de diligen-
cias”, aunque añadió que “hemos accedido a
reuniones con la diputada a las que finalmente
no ha concurrido”.

También enfatizó que el Ministerio Público
no divulga las diligencias en curso “precisa-
mente” para asegurar sus resultados.

TRAS CRÍTICAS A LA FISCAL REGIONAL A CARGO DE INDAGAR LA DIVULGACIÓN DE CHATS ENTRE CARIOLA Y HASSLER:

Continúa ofensiva oficialista contra Ministerio Público
y fiscal nacional defiende designación de Perivancich 

M. SILVA y A. ZÚÑIGA

Diputada Camila Musante (Ind.-
PPD).
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Fiscal regional de Valparaíso,
Claudia Perivancich.
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Desde la temporada de pro-
ducción agrícola 2020-2021 que
en La Araucanía se aplica el de-
nominado “Plan Cosecha” o
“Plan de Seguridad Agroali-
mentaria”, y su quinta versión,
2024-2025, finalizó la semana
pasada. 

La medida surgió para evitar
que en el período de recolección
de granos los predios sufrieran
ataques, los camiones con cargas
fueran asaltados o debieran pa-
gar peajes o extorsiones para cir-
cular desde los campos hasta los
molinos y centros de acopio.

Esta política público-privada
de resguardo alimentario, que
ya se ha aplicado durante dos
gobiernos, permitió este año,

según cifras preliminares, brin-
dar protección policial directa a
40 mil hectáreas de cultivos y,
en forma indirecta, a otras 60
mil hectáreas. En total, este año
podrían bordear 200 mil las
hectáreas (no toda recibe pro-
tección) que generaron produc-
ción en las 32 comunas de la re-
gión. Principalmente se trata de
cereales, en una zona cuya im-
portancia radica en que cultiva
más del 40% de lo que se consu-
me a nivel nacional.

Crisis de seguridad 
y alta victimización

Frente a la crisis de seguridad
que vive el agro en la zona cen-
tro sur, con un nivel de victimi-
zación que llega al 78%, según

reveló una encuesta realizada
por la Sociedad Nacional de
Agricultura, donde un 40% de
los agricultores han sufrido tres
o más robos en el último año, y
en un escenario en que el 12 de
marzo se registró el
homicidio de un
m a t r i m o n i o e n
Graneros (Región
de O’Higgins), des-
de la Asociación de
Agr icul tores de
Malleco consideran
que el modelo pre-
ventivo y disuasivo de La Arau-
canía es “extrapolable”, más allá
de la diferencia en los tipos de
delitos que se denuncian en una
u otra zona del país.

En esa dirección, el presidente
de la Asociación de Agricultores

de Malleco y miembro de la Co-
misión de Paz y Entendimiento,
Sebastián Naveillán, recomienda
georreferenciar la totalidad de los
campos de la zona centro-sur,
identificar quiénes son sus pro-

pietarios, determi-
nar si están ocupa-
dos y habitados, si
realizan faenas ali-
mentarias y qué pro-
ductos cosechan.

“En la macrozona
sur nosotros vivía-
mos algo similar y

sentíamos que cuando denunciá-
bamos lo que pasaba, nadie nos
tomaba en cuenta, y aunque no
nos decían que dejáramos de llo-
rar, sí nos trataban de exagerados.
Sin embargo, el tiempo nos dio la
razón y hoy llevamos más de mil

ventiva, cosecharon con total
normalidad”. 

Detalló que los equipos poli-
ciales “desplegaron vigilancias
especiales y patrullajes dinámi-
cos”, aludiendo, con este último
concepto, a las acciones de vigi-
lancia que se realizan de manera
itinerante y programada para
prevenir delitos y garantizar
protección a la ciudadanía. 

El jefe policial destacó “el uso
de vehículos blindados, de dro-
nes y del helicóptero institucio-
nal”, y sostuvo que “la coordina-
ción con los gremios agrícolas
fue fundamental”. También hi-
zo notar que “estuvimos en los
campos, entrevistándonos con
los trabajadores, en medio de
una temporada compleja, por
los incendios forestales”.

días bajo estado de excepción y
con apoyo policial y militar para
las faenas durante las últimas cin-
co cosechas”, manifiesta .

“Las zonas rurales necesitan
que el Estado esté presente y que
haga notar esa presencia, porque
de lo contrario los campos, como
pasó en la macrozona sur, co-
mienzan a ser tomados por la de-
lincuencia”, recalca el dirigente.

Vigilancia especial

El jefe de la Zona Araucanía
de Control de Orden Público de
Carabineros, general Cristian
Mancilla, confirmó que el plan
finalizó “sin hechos de violen-
cia” y que “parceleros y agricul-
tores, en 135 predios adscritos a
esta estrategia de seguridad pre-

Concluyó quinta versión de este programa preventivo:

Agro de La Araucanía
afirma que “plan cosecha”
es extrapolable a otras
zonas con delincuencia

Política público-privada de protección a las faenas, que incluyó
patrullajes, uso de blindados, de drones y de helicópteros,
brindó seguridad a más de 135 campos de la región.

VÍCTOR FUENTES BESOAÍN

Medidas
preventivas.
Con estas
acciones se
busca evitar
que durante la
faena haya
ataques a los
predios, robo de
las cargas o
cobro de peajes
para permitir el
tránsito de la
producción
agrícola.
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PROTECCIÓN
Gremio emplaza al

Estado a restituir la
sensación de seguridad

en los campos.
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Tanto la diputada Karol Cariola (a la izq.) como la exalcal-
desa de Santiago Irací Hassler son indagadas por la fiscalía.
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20/03/2025
  $5.597.363
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      27,21%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 5


